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ACUERDOS Y CONVENIOS
 
DE LA COMISIÓN NACIONAL
 

DE LOS DERECHOS HUMANOS
 

COOPERACIÓN CON INSTITUCIONES NACIONALES DE PROTECCIÓN 

Y PROMOCIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE OTROS PAÍSES 

El 27 de marzo del presente año, el Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
de México, doctor José‚ Luis Soberanes Fernández, realizó una visita a la Comisión Canadiense de 
Derechos Humanos y se reunió con la dirigente de esa institución, la señora Michelle Falardeau-
Ramsay. Ambos funcionarios reactivaron el Acuerdo Bilateral de Cooperación suscrito por las dos 
Comisiones en el año de 1995 y acordaron nuevos campos de colaboración respecto de la defensa 
de los Derechos Humanos de las personas con VIH/Sida, de la niñez, de la mujer y de la familia. 
Por otro lado, se estableció la voluntad de ambos Organismos en cuanto a la capacitación de servi­
dores públicos. 

CONVENIO ENTRE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

Y LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN 

El 31 de marzo de 2000 se reunieron representantes de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos y de la Secretaría de Gobernación en el Aula “Jacinto Pallares” de la Antigua Escuela Na­
cional de Jurisprudencia. 

En un acto solemne, dichos representantes firmaron un convenio que tiene por objeto formalizar 
la colaboración entre ambas instituciones, a fin de conjuntar acciones y destinar los recursos huma­
nos necesarios de que disponen las partes para promover y gestionar de manera ágil, eficaz y opor­
tuna los beneficios de libertad anticipada a los sentenciados del fuero federal que reúnan los requi­
sitos para obtenerlos, así como analizar la posibilidad de llevar a cabo la ejecución de los traslados 
nacionales e internacionales que este Organismo Nacional plantee ante un grupo de trabajo interins­
titucional. 
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El convenio tiene como finalidad consolidar la colaboración de ambas instituciones para lograr 
la oportuna promoción y gestión de los trámites que se requieren para que los sentenciados del fuero 
federal obtengan los beneficios de libertad anticipada que la ley concede a quienes cumplen con 
determinados requisitos. 

Además de lo señalado, el documento contempla la acción conjunta para emitir una respuesta 
expedita a las peticiones formuladas por aquellos internos que deseen ser trasladados a otro estable­
cimiento penitenciario para compurgar su pena. 
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NORMATIVA VIGENTE
 
EN LA COMISIÓN NACIONAL
 

DE LOS DERECHOS HUMANOS
 

La autonomía de gestión de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, establecida mediante las 
modificaciones al apartado B del artículo 102 constitucional, demanda una serie de trabajos que 
permitan definir el marco normativo interno, que posibiliten las tareas administrativas del Organismo 
y que faciliten su operación, a efecto de hacer eficiente y expedito su trabajo siempre apegado a 
Derecho. 

En este sentido, y con el propósito de que la administración de los recursos sea transparente y ape­
gada a los criterios de racionalidad, eficiencia y eficacia institucional, se ha considerado importante 
contar con un instrumento normativo interno que regule la actuación de los servidores públicos en 
materia de administración de recursos, motivo por el cual fueron elaborados y puestos en vigor los 
Lineamientos Generales para la Administración de Recursos. 

Los lineamientos indicados constituyen el marco normativo con base en el cual los servidores pú­
blicos de la Comisión encargados de las tareas administrativas deberán llevar a cabo su actuación 
en materia de administración de recursos humanos, materiales y financieros; servicios generales, y 
bienes informáticos y de comunicaciones. 

Los Lineamientos Generales para la Administración de Recursos son de observancia obligatoria 
al interior de la CNDH, y su aplicación es responsabilidad de los servidores públicos de cada una 
de las áreas administrativas que la integran. Los titulares de éstas son los responsables de cumplir y 
hacer cumplir estos ordenamientos en sus ámbitos de competencia. 

Para la adecuada implantación de las disposiciones normativas contenidas en dichos lineamien­
tos, la Dirección General de Administración es el órgano facultado en lo general, y cada una de sus 
áreas en lo particular, para aclarar dudas y proporcionar los apoyos técnicos para su debida aplica­
ción. Por otro lado, a la Contraloría Interna le corresponde implantar los mecanismos de control y 
evaluación necesarios que permitan verificar su cumplimiento por parte de las áreas, y evaluar el 
funcionamiento y la funcionalidad de las presentes disposiciones. 
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Por lo anterior, debe señalarse que el cumplimiento de dicho instrumento normativo permitirá el 
ejercicio transparente, eficaz y eficiente de los recursos de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, lo que coadyuvará en la consolidación de su autonomía de gestión y presupuestaria. 

Complementario a lo anterior fueron emitidas varias disposiciones normativas específicas que 
facilitarán el trabajo y cumplimiento de las metas asignadas a la Comisión, como son la Normativa 
en Materia de Enajenación de Bienes Muebles e Inmuebles, cuyo objetivo fundamental es hacer 
posible, de manera adecuada, la enajenación de los bienes muebles e inmuebles propiedad del Or­
ganismo que por su uso, aprovechamiento o estado de conservación ya no son útiles para el servi­
cio que fueron destinados, o que resultan excedentes de la racionalización de estructuras y activos. 

Dichas disposiciones fueron emitidas de conformidad con lo establecido por la Ley General de 
Bienes Nacionales, con el espíritu de conducir las actividades de la Comisión Nacional con trans­
parencia y eficacia. 

En el marco de la modernización administrativa, que requiere impulsar las medidas y acciones 
que propicien una mayor eficiencia en el desempeño de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, se hizo indispensable poner en marcha medidas orientadas a lograr la utilización racional 
de los recursos de que dispone, y para ello resultó necesario reforzar y redimensionar la instalación 
y puesta en marcha de órganos colegiados, a fin de que su funcionamiento coadyuve a lograr un 
efectivo y óptimo aprovechamiento de los bienes muebles e inmuebles que tenga a su servicio esta 
Comisión Nacional, y para que representen instrumentos que permitan agilizar las decisiones de 
afectación, baja y destino final de los bienes muebles, así como los actos de disposición de los 
inmuebles que, por sus condiciones, ya no sean adecuados para brindar el servicio original al que 
estaban destinados. Por ello, en concordancia con la normativa en materia de enajenación, el 7 de 
febrero de 2000 se expidieron los Lineamientos Específicos para la Integración y Funcionamiento 
del Comité de Enajenación de Bienes Muebles e Inmuebles de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos, los cuales fueron modificados el 15 de marzo del año mencionado. 

Mediante la emisión del documento citado se constituyó el órgano colegiado, que inició sus tra­
bajos en marzo del presente año, y que entre sus primeras acciones acordó la enajenación, mediante 
una licitación pública interna, de los vehículos dados de baja por la Institución, de acuerdo con la 
normativa en la materia. El procedimiento de venta fue realizado de conformidad con los Linea­
mientos Específicos para la Enajenación de Vehículos Terrestres de la Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos, documento que establece las consideraciones especiales para este tipo de accio­
nes, y cuya aplicación es de observancia estricta en el ámbito interno de la Comisión. 
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DISPOSICIONES EN MATERIA
 
DE RACIONALIDAD, AUSTERIDAD
 
Y DISCIPLINA PRESUPUESTARIA
 

PARA EL AÑO 2000
 

En cumplimiento a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 39 del Decreto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal del año 2000, la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos emitió y publicó en el Diario Oficial de la Federación las disposiciones que en materia de 
racionalidad, austeridad y disciplina presupuestaria regirán para el ejercicio mencionado. 

Dichas disposiciones afectan principalmente a: 

I. Gastos menores, de ceremonial y de orden social; comisiones de personal al extranjero; congre­
sos, convenciones, ferias, festivales y exposiciones; 

II. Publicidad y, en general, las actividades relacionadas con la comunicación social a través de la 
radio y la televisión; 

III. Servicios telefónicos, de energía eléctrica, agua potable, combustibles, materiales de impresión, 
fotocopiado, inventarios, ocupación de espacios físicos, así como otros renglones de gasto corriente, 
y 

IV. Alimentos y utensilios. 

Asimismo, dicha normativa establece programas para fomentar el ahorro por los conceptos señala­
dos en las fracciones mencionadas, toda vez que el objetivo primordial de las mismas es mantener una 
estricta disciplina presupuestal y hacer eficiente la organización de la Comisión, siendo su aplicación 
obligatoria, ya que en el futuro ésta será evaluada por el ejercicio. 
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Por definir (mayo)

Recomendación 1/2000
 

Síntesis: El 13 de agosto de 1999, esta Comisión Nacional recibió el escrito de queja presentado por 
el señor Luis Gerardo Higareda Adam, por presuntas violaciones a sus Derechos Humanos cometi­
das por el Gobernador, por el Procurador General de Justicia, por los integrantes del Cabildo Mu­
nicipal de Reynosa, por el Tribunal Superior de Justicia y por el Congreso Local, todas autoridades 
del Estado de Tamaulipas. 

En el escrito de referencia el quejoso argumentó que fue electo como Presidente Municipal de Rey­
nosa, Tamaulipas, y posteriormente acusado por el Gobierno de dicha Entidad por el delito de fraude, 
ante el agente del Ministerio Público, motivo por el cual el Cabildo Municipal de dicho Municipio deter­
minó sustituirlo sin otorgarle la garantía de audiencia. Que el Congreso Local ilegalmente eligió un 
sustituto y el Gobernador indebidamente autorizó la publicación del decreto a través del cual se le sus­
pendió de su encargo. Asimismo, que el Juez Tercero de lo Penal en Reynosa, Tamaulipas, libró una 
orden de aprehensión en su contra sin reunir los requisitos de procedibilidad. 

El 20 de agosto de 1999, este Organismo Nacional, por considerar que la importancia del asunto 
trasciende el interés del ámbito estatal, con fundamento en el artículo 60 de la Ley de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos, atrajo la queja en cuestión. 

Del análisis de la documentación recabada, así como de la investigación realizada por este Or­
ganismo Nacional, se concluye que en el presente caso se acreditaron actos que violan los Derechos 
Humanos del señor Luis Gerardo Higareda Adam. 

Considerando que la conducta por parte de servidores públicos adscritos a las referidas depen­
dencias del Estado de Tamaulipas constituye graves transgresiones a los artículos 14; 16; 20; 21, y 
115, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 20, 132 y 149 de la 
Constitución Política del Estado de Tamaulipas; 110, 288 y 302 del Código de Procedimientos Pe­
nales del mencionado Estado; 33, 34, 35, 37, 38 y 39 del Código Municipal del Estado de Tamauli­
pas, y 2o. y 47, párrafo inicial y fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos de la misma Entidad Federativa, esta Comisión Nacional emitió una Recomendación al 
Gobernador, a fin de que instruya al Procurador General de Justicia para que resuelva conforme a 
Derecho la indagatoria iniciada en contra del quejoso, señor Luis Gerardo Higareda Adam; se ins­
taure un procedimiento administrativo para determinar la responsabilidad en que incurrieron quie­
nes intervinieron en la integración y supervisión de las averiguaciones previas 08/99, 09/99 y 11/99, 
y dé cuenta al Congreso Local para que resuelva lo que legalmente proceda respecto de la suspensión 
del quejoso. A la Presidenta del Congreso del Estado de Tamaulipas para que dé vista al órgano de 
control interno y se inicie el procedimiento de investigación administrativa en contra de los servido­
res públicos del propio Congreso que intervinieron en la suspensión y sustitución del quejoso, licen­
ciado Luis Gerardo Higareda Adam, en su cargo de Presidente Municipal de Reynosa, Tamaulipas. 
Al Presidente Municipal de Reynosa Tamaulipas para que dé vista al órgano de control interno a fin 
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de que se inicie el procedimiento de investigación administrativa y determine la responsabilidad en que 
incurrieron los integrantes del Cabildo que intervinieron en la suspensión y sustitución del re­
ferido quejoso. 

México, D. F., 13 de marzo del 2000 

Caso del señor Luis Gerardo Higareda Adam 

C. Tomás Yarrington Ruvalcaba,
 
Gobernador Constitucional del Estado
 
Libre y Soberano de Tamaulipas;
 

C. Mercedes del Carmen Guillén Vicente,
 
Presidenta del H. Congreso
 
del Estado de Tamaulipas;
 

C. Humberto Valdez Richaud,
 
Presidente Municipal
 
de Reynosa, Tamaulipas;
 

Muy distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 6o., 
fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, fracción 
IV; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, ha examinado los ele­
mentos contenidos en el expediente 1999/3506, 
relacionados con la queja presentada por el 
señor Luis Gerardo Higareda Adam, y visto los 
siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 13 de agosto de 1999 el señor Luis Gerar­
do Higareda Adam formuló una queja ante este 
Organismo Nacional por presuntas violaciones a 

sus Derechos Humanos, atribuibles a diversas 
autoridades del Estado de Tamaulipas, señalan­
do sobre el particular lo siguiente: 

i) En el proceso electoral ordinario de 1998 fue 
electo por mayoría como Presidente Municipal 
en Reynosa, Tamaulipas; que a partir del inicio de 
su gestión ha sido víctima de “amenazas y agre­
siones públicas, represalias y acusaciones teme­
rarias”, por parte del Gobernador Constitucional, 
el Procurador General de Justicia y el Coordinador 
de Asuntos Especiales de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia, todos de dicha Entidad Federativa; 
esto, con motivo de su desempeño en la Geren­
cia de la Comisión Municipal de Agua Potable y 
Alcantarillado, de la misma ciudad, ya que por 
ello se le inició una averiguación previa al ser 
involucrado como responsable de un faltante de 
$8,000,000.00 (Ocho millones de pesos 00/100 
M.N.), aun cuando el Procurador General de Jus­
ticia Estatal, según refirió, “carece de facultades”, 
y en todo caso sería la Contaduría Mayor de Ha­
cienda del Congreso del Estado a quien le corres­
pondería fincarle alguna responsabilidad. 

ii) Con motivo de lo antes mencionado, el Cabil­
do Municipal determinó de manera unilateral su 
destitución y no le concedió la oportunidad de 
ser oído y vencido; por su parte, el Congreso Lo­
cal, “mediante un procedimiento ilegal”, eligió 
un sustituto que lo relevó del cargo que la elec­
ción popular le confirió y considera además que 
el Gobernador Constitucional del Estado de Ta­
maulipas autorizó indebidamente la publica­
ción en el Periódico Oficial del decreto a través 
del cual se le suspendió de su cargo. 
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iii) El Juez Tercero de lo Penal, en Reynosa, Ta­
maulipas, obsequió una “ilegal orden de apre­
hensión en su contra”, sin tomar en cuenta “los 
requisitos de procedibilidad consistentes en pre­
via denuncia, acusación o querella”. 

B. Mediante acuerdo del 20 de agosto de 1999 y 
toda vez que los actos constitutivos de la queja 
por su importancia trascienden el interés de aque­
lla Entidad Federativa, este Organismo Nacional 
atrajo la queja con fundamento en los artículos 
60 de la Ley de la Comisión Nacional de Dere­
chos Humanos y 156 de su Reglamento Interno. 

C. Previa solicitud de los informes correspon­
dientes a las autoridades señaladas como presun­
tamente violatorias de los Derechos Humanos del 
quejoso, se obsequiaron éstos con toda oportu­
nidad, los cuales se valorarán al momento de for­
mularse las observaciones correspondientes en 
el asunto que nos ocupa. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El escrito de queja presentado el 13 de agosto 
de 1999 ante la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos, por el señor Luis Gerardo Hi­
gareda Adam. 

B. El oficio 2898 del 25 de agosto de 1999, sus­
crito por el licenciado Tomás Yarrington Ru­
valcaba, Gobernador Constitucional del Estado 
de Tamaulipas, y por la licenciada Laura Alicia 
Garza Galindo, Secretaria General de Gobierno 
de dicha Entidad Federativa, al que adjuntó las 
siguientes documentales: 

i) La copia simple de la iniciativa de decreto por 
el cual se suspende en el ejercicio de su cargo al 

Presidente Municipal de Reynosa, Tamaulipas, 
licenciado Luis Gerardo Higareda Adam, del 3 
de agosto de 1999, suscrita por el licenciado To­
más Yarrington Ruvalcaba, Gobernador Consti­
tucional del Estado de Tamaulipas. 

ii) El Periódico Oficial del Gobierno del Estado 
de Tamaulipas del 28 de agosto de 1999, a tra­
vés del cual se publicó el Decreto Número 52, por 
el que se suspende en sus funciones de Presi­
dente Municipal de Reynosa, Tamaulipas, al li­
cenciado Luis Gerardo Higareda Adam, en vir­
tud de haber incurrido en la causal prevista en la 
fracción XI del artículo 38 del Código Munici­
pal para el Estado de Tamaulipas. 

C. El oficio S/N del 15 de septiembre de 1999, 
suscrito por el licenciado Alfonso Salinas Flo­
res, Secretario del Ayuntamiento de Ciudad Reyno­
sa, Tamaulipas, al cual se adjuntó: 

i) La copia certificada del acta 16, de julio de 
1999, relativa a la Décima Sexta Sesión de Ca­
bildo. 

ii) La copia certificada del acta extraordinaria 
del 31 de julio de 1999, relativa a la sesión extraor­
dinaria de Cabildo. 

iii) La copia certificada del acta 19, del 3 de agosto 
de 1999, relativa a la Décima Novena Sesión Or­
dinaria de Cabildo. 

iv) La copia certificada del acta 21, del 13 de agos­
to de 1999, relativa a la Vigésima Primera Sesión 
Ordinaria de Cabildo. 

D. El oficio S/N del 20 de septiembre de 1999, sus­
crito por el profesor José Gudiño Cardiel, Dipu­
tado Presidente de la Mesa Directiva del Hono­
rable Congreso del Estado Libre y Soberano de 
Tamaulipas, al que adjuntó: 
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i) La copia certificada del Decreto Número 54, 
emitido el 1 de septiembre de 1999 por la Quin­
cuagésima Séptima Legislatura del Congreso 
Constitucional del Estado Libre y Soberano de 
Tamaulipas, en uso de las facultades que le con­
fiere el artículo 58, fracción I, de la Constitución 
Política del Estado de Tamaulipas. 

ii) La copia certificada del Acuerdo Número 6, del 
2 de abril de 1997, emitido por la Quincuagésima 
Sexta Legislatura del Congreso Constitucional 
del Estado de Tamaulipas, con fundamento en 
el artículo 58, fracción I, de la Constitución Po­
lítica de la Entidad Federativa mencionada. 

iii) La copia certificada de la iniciativa de decre­
to del 3 de agosto de 1999, suscrita por el licen­
ciado Tomás Yarrington Ruvalcaba, Gobernador 
Constitucional del Estado de Tamaulipas, y por 
la Secretaria General de Gobierno del Estado de 
Tamaulipas. 

iv) La copia certificada del auto que decide so­
bre la solicitud de orden de aprehensión número 
132/999. 

v) La copia certificada del pedimento 349/999, 
del 3 de agosto de 1999, suscrito por el licencia­
do Hernán Gómez Eddy, agente del Ministerio 
Público adscrito al Juzgado Tercero de Primera 
Instancia del Ramo Penal, en Reynosa, Tamau­
lipas, mediante el cual solicitó la suspensión del 
procedimiento que se sigue en la causa penal 
202/998. 

vi) La copia certificada del oficio 055, del 3 de 
agosto de 1999, suscrito por José Ángel Martínez 
Botello, licenciado Ángel Valencia Martínez, Abe­
lardo Tapia Cardozo, Jorge A. Guillén Ramírez e 
Israel Castellanos C., en su carácter de coman­
dante de la Policía Ministerial del Estado de Ta­
maulipas y agentes de la Procuraduría General 

de Justicia de dicha Entidad Federativa, median­
te el cual rinden informe al licenciado Gabriel 
Ocaña Artolózaga, Coordinador de Asuntos Es­
peciales de dicha dependencia. 

vii) La copia certificada de diversos artículos 
periodísticos relacionados con el caso del señor 
Luis Gerardo Higareda Adam. 

viii) La copia certificada de la declaración in­
formativa de Joel Martínez Quiñones y Seth 
Rojas Molina. 

ix) La copia certificada del acuerdo del 2 de agos­
to de 1999 y del auto de suspensión de procedi­
miento del 3 del mes y año mencionados, emiti­
dos por el Juez Tercero de Primera Instancia del 
Ramo Penal del Sexto Distrito Judicial en el Es­
tado, en la causa penal 202/998. 

x) La copia certificada del oficio S/N, del 6 de 
agosto de 1999, suscrito por el licenciado Ernes­
to Meléndez Cantú, Oficial Mayor del H. Congre­
so del Estado, mediante el cual turna a la Presi­
denta de la Diputación Permanente la iniciativa 
de decreto presentada por el Gobernador Consti­
tucional del Estado de Tamaulipas, para el efecto 
de desahogar el procedimiento establecido en los 
artículos 35, 38, 39 y demás relativos del Código 
Municipal para el Estado. 

xi) La copia certificada del acuerdo de radica­
ción del 6 de agosto de 1999, emitido por la 
Diputación Permanente en funciones durante el 
receso de ley del Primer Periodo Ordinario de 
Sesiones correspondiente al primer año de ejer­
cicio legal de la Quincuagésima Séptima Legis­
latura Constitucional del Estado Libre y Sobera­
no de Tamaulipas. 

xii) La copia certificada del citatorio del 6 de agos­
to de 1999, dirigido al licenciado Luis Gerardo 
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Higareda Adam, suscrito por el licenciado José 
Ortiz Rosales, Diputado Secretario de la Dipu­
tación Permanente mencionada. 

xiii) La copia certificada de la diligencia de noti­
ficación del 7 de agosto de 1999, realizada por 
el servidor público referido en el inciso anterior. 

xiv) La copia certificada del escrito del 11 de 
agosto de 1999, suscrito por el señor Luis Gerar­
do Higareda Adam. 

xv) La copia certificada del proveído del 5 de 
agosto de 1999, emitido por el Ministro Hum­
berto Román Palacios, instructor de la contro­
versia constitucional número 20/99. 

xvi) La copia certificada del escrito del 12 de 
agosto de 1999, suscrito por los apoderados es­
peciales del licenciado Luis Gerardo Higareda 
Adam. 

xvii) La copia certificada de la diligencia en la 
que consta la audiencia del 12 de agosto de 1999, 
llevada a cabo por parte de la Diputación Per­
manente en funciones durante el receso de ley 
del Primer Periodo Ordinario de Sesiones co­
rrespondiente al primer año de ejercicio legal de 
la Quincuagésima Séptima Legislatura Consti­
tucional del Estado Libre y Soberano de Ta­
maulipas. 

xviii) La copia certificada de la constancia de 
reunión de los integrantes de la Diputación Per­
manente en el salón de comisiones del Palacio 
Legislativo, del 12 de agosto de 1999. 

xix) La copia certificada del oficio del 12 de agos­
to de 1999, suscrito por la Diputación Permanen­
te, a través del cual somete a la consideración de 
los integrantes del Pleno Legislativo, para su re­
solución definitiva, el dictamen de igual fecha, 

mediante el cual en su artículo Primero se decreta 
la suspensión del Presidente Municipal de Reyno­
sa, Tamaulipas, licenciado Luis Gerardo Higareda 
Adam; asimismo, en su artículo Segundo y para 
los efectos de la sustitución del munícipe suspen­
dido se da cuenta al Ayuntamiento de Reynosa, 
Tamaulipas, a efecto de que proceda en los térmi­
nos del artículo 34 del Código Municipal. 

xx) La copia certificada del Decreto 52, emitido 
el 13 de agosto de 1999 por la Quincuagésima 
Séptima Legislatura del Congreso Constitucio­
nal del Estado de Tamaulipas, mediante el cual se 
aprueba el dictamen referido en el punto anterior, 
precisándose en el artículo único transitorio que 
entrará en vigor el día de su publicación en el Pe­
riódico Oficial del Estado. 

xxi) La copia certificada del oficio del 13 de 
agosto de 1999, suscrito por la licenciada Teresa 
Aguilar Gutiérrez y por el C. P. Faruk Saade 
Luevano, Diputados Secretarios, mediante el cual 
le remiten el Decreto 52 a efecto de que se dé cum­
plimiento a lo establecido en la fracción V del 
artículo 91 de la Constitución Política Local. 

xxii) La copia certificada del oficio 1132, del 13 
de agosto de 1999, suscrito por el licenciado Er­
nesto Meléndez Cantú, Oficial Mayor del Con­
greso del Estado, mediante el cual comunica al 
Ayuntamiento Constitucional del Municipio de 
Reynosa, Tamaulipas, que se aprobó la iniciati­
va de decreto de suspensión del cargo del Presi­
dente de dicho Municipio, licenciado Luis Gerar­
do Higareda Adam. 

xxiii) La copia certificada del oficio del 3 de agos­
to de 1999, suscrito por el licenciado José Luis 
Gutiérrez Ramírez, Secretario del Ayuntamiento 
de Reynosa, Tamaulipas, mediante el cual co­
munica a la Comisión Permanente el acuerdo del 
Cabildo Municipal de la sesión del 3 de agosto 
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de 1999, relativo a la terna para la designación de 
Presidente Municipal sustituto, en lugar del li­
cenciado Luis Gerardo Higareda Adam, al inge­
niero Humberto Valdez Richaud, Eduardo Gar­
za González y Ernesto Cantú Reséndiz, para la 
calificación legal de la misma y seguimiento 
que señala la Constitución Política del Estado y 
el Código Municipal en vigor del Estado de Ta­
maulipas. 

xxiv) La copia certificada del escrito de renun­
cia del 3 de agosto de 1999, suscrito por Serafín 
III Gómez Villarreal, del cargo de Presidente Mu­
nicipal electo del Ayuntamiento Constitucional 
del Municipio de Reynosa, Tamaulipas. 

xxv) La copia certificada del Acuerdo Número 4, 
emitido el 3 de agosto de 1999 por la Diputación 
Permanente en funciones durante el receso del 
Primer Periodo Ordinario de Sesiones corres­
pondiente al primer año de ejercicio legal de la 
Quincuagésima Séptima Legislatura del Con­
greso Constitucional del Estado de Tamaulipas, 
mediante el cual se designa al ciudadano ingenie­
ro Humberto Valdez Richaud como Presidente 
Municipal sustituto del Ayuntamiento de Rey­
nosa, Tamaulipas, en el que se precisa en su úni­
co artículo transitorio que iniciará su vigencia a 
partir de su expedición. 

xxvi) La copia certificada del oficio del 3 de agos­
to de 1999, suscrito por Blanca Guadalupe Valles 
Rodríguez y José Ortiz Rosales, Diputados Secre­
tarios, dirigido al licenciado Tomás Yarrington 
Ruvalcaba, Gobernador Constitucional del Esta­
do de Tamaulipas, mediante el cual se le remite el 
Acuerdo Número 4 a efecto de que se dé cumpli­
miento a lo establecido en la fracción V del artícu­
lo 91 de la Constitución Política del Estado. 

xxvii) La copia certificada del oficio del 3 de 
agosto de 1999, suscrito por la Diputación Per­

manente, mediante el cual se comunica al Ayun­
tamiento Constitucional del Municipio de Reyno­
sa, Tamaulipas, la designación del ingeniero Hum­
berto Valdez Richaud como Presidente Municipal 
sustituto de dicha localidad. 

xxviii) La copia certificada del oficio del 5 de 
agosto de 1999, suscrito por el licenciado José 
Luis Gutiérrez Ramírez, Secretario del Ayunta­
miento de Reynosa, Tamaulipas, mediante el cual 
remite copia certificada de la Asamblea Ordi­
naria de Cabildo Décimo Novena del 3 de agosto 
de 1999, en donde se designó al ingeniero Humber­
to Valdez Richaud como nuevo Presidente Mu­
nicipal. 

xxix) La copia certificada del acta 19, de la se­
sión de Cabildo del 3 de agosto de 1999. 

xxx) La copia certificada del acta 40, de la sesión 
de la Diputación Permanente en funciones du­
rante el receso del Primer Periodo Ordinario de 
Sesiones correspondiente al primer año de ejer­
cicio legal de la Quincuagésima Séptima Legis­
latura del Congreso Constitucional del Estado 
de Tamaulipas, del 3 de agosto de 1999. 

E. El oficio 6659, del 7 de octubre de 1999, sus­
crito por el licenciado Eduardo Garza Rivas, Pro­
curador General de Justicia del Estado de Tamau­
lipas, al que adjuntó los diversos oficios 223 y 
314, del 30 y 31 de agosto del año mencionado, 
suscritos por los licenciados Héctor Fernando Va­
llejo García y Juan Luis Álvarez Cázares, agentes 
del Ministerio Público auxiliares del Procurador, 
y licenciado Gabriel Ocaña Artolózaga, Coordi­
nador de Asuntos Especiales de dicha dependen­
cia, así como copia certificada de la averiguación 
previa penal número 11/99. 

F. El oficio 3061/99, del 24 de septiembre de 1999, 
suscrito por el licenciado Mario Rafael Lozano 
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Molina, Juez Tercero de lo Penal del Sexto Dis­
trito Judicial en el Estado de Tamaulipas, me­
diante el cual rindió el informe correspondiente 
y, asimismo, anexó copia certificada del expe­
diente número 202/99 que se instruye en contra 
de Luis Gerardo Higareda Adam. 

G. Los escritos del 18 de agosto, 29 de septiem­
bre, 15 de octubre y 20 y 29 de diciembre de 1999, 
y 16 de febrero del 2000, suscritos por el quejo­
so Luis Gerardo Higareda Adam, así como por 
su representante legal, licenciado Enrique Ocañas 
Méndez. 

H. El Periódico Oficial del Gobierno del Estado 
de Tamaulipas del 4 de agosto de 1999, a través 
del cual se publicó el acuerdo del 5 del mes y año 
mencionados, por el que se convoca a los inte­
grantes de la Quincuagésima Séptima Legislatu­
ra en pleno a un periodo de sesiones extraor­
dinarias, que iniciaría el 6 de agosto del año 
citado. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

i) Respecto de la averiguación previa y la causa 
penal: 

a) Mediante escrito del 15 de junio de 1999 la 
licenciada Aída Araceli Acuña Cruz y el inge­
niero Óscar Alexandre López, Contralora Guber­
namental y Gerente General de la Comisión de 
Agua Potable y Alcantarillado de Ciudad Rey­
nosa, Tamaulipas, respectivamente, formularon 
una denuncia ante la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Tamaulipas, en contra del 
licenciado Luis Gerardo Higareda Adam y otras 
personas, a quienes señalaron como probables 
responsables de diversas conductas delictivas 
(según se desprende de la denuncia) en que a su 
juicio incurrió el citado profesional cuando éste se 

desempeñó como Gerente General del Organis­
mo Público Descentralizado denominado Comi­
sión Municipal de Agua Potable y Alcantarillado 
de Reynosa, Tamaulipas, durante el periodo de 
1997-1998, y por ello se iniciaron las averiguacio­
nes previas 08/99, 09/99 y 11/99, en las que una 
vez agotadas las diligencias ministeriales la re­
presentación social las consignó ante el Juez Ter­
cero de Primera Instancia del Ramo Penal de la 
misma Entidad Federativa, ejercitando acción pe­
nal sin detenido en contra del citado ex servidor 
público, a quien señaló como probable responsa­
ble de los delitos de peculado, uso indebido de 
atribuciones y facultades y falsificación de do­
cumentos, solicitando al citado órgano jurisdic­
cional que girara las correspondientes órdenes 
de aprehensión. 

b) Radicada la consignación, se inició la causa 
penal 202/99, en la que el juez del conocimiento 
consideró que de las evidencias aportadas en la 
indagatoria se tenía por comprobado el cuerpo de 
los delitos materia del ejercicio de la acción pe­
nal, y por ello el 28 de julio de 1999 emitió una 
resolución a través de la cual ordenó la aprehen­
sión del licenciado Luis Gerardo Higareda Adam, 
la cual no se ha cumplido, en virtud de que los 
agentes de la Policía Judicial de la Procuraduría 
General de Justicia de la misma Entidad Federa­
tiva encargados de lograr su captura informaron 
el 3 de agosto de 1999, mediante el oficio núme­
ro 55, al licenciado Gabriel Ocaña Artolózaga, 
Coordinador de Asuntos Especiales de la citada 
Institución, que el indiciado se encontraba desde 
el 29 de julio del año mencionado en Mc Allen, 
Texas, Estados Unidos de Norteamérica, lo que 
hacía imposible su localización. 

c) Con motivo de lo anterior, el 3 de agosto de 
1999 el licenciado Hernán Gómez Eddy, agen­
te del Ministerio Público adscrito al citado Juz­
gado Penal, presentó una promoción a la que 
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anexó el informe antes mencionado, solicitando 
al juzgador que decretara la suspensión del pro­
cedimiento, así como la suspensión en sus dere­
chos y prerrogativas del licenciado Luis Gerardo 
Higareda Adam, por considerar que se encontra­
ba prófugo de la justicia; petición que en la mis­
ma fecha se acordó de conformidad por el órgano 
jurisdiccional. 

ii) Respecto de la consecuencia que trajo 
consigo ambas resoluciones judiciales: 

a) Gobierno del Estado de Tamaulipas 

El 3 de agosto de 1999 el licenciado Tomás Yarring­
ton Ruvalcaba, Gobernador Constitucional del 
Estado de Tamaulipas, presentó en la Oficialía 
Mayor del Honorable Congreso del Estado de Ta­
maulipas un escrito sin número, al que anexó di­
versas constancias, entre las que se encuentran 
las copias certificadas de las resoluciones judi­
ciales antes precisadas, esto es, la del 28 de julio y 
3 de agosto de 1999, y con ello presentó su inicia­
tiva de decreto por el cual solicitó la suspensión en 
el ejercicio de su cargo como Presidente Municipal 
de Reynosa, Tamaulipas, del licenciado Luis Ge­
rardo Higareda Adam, ya que con esas eviden­
cias pretendió acreditar que éste se encontraba 
imposibilitado de hecho y de Derecho para ejercer 
sus funciones en ese cargo de elección popular. 

b) Congreso Local 

El 3 de agosto de 1999 la Diputación Permanen­
te de la Quincuagésima Séptima Legislatura del 
Congreso del Estado recibió la iniciativa de de­
creto que le dirigió el licenciado Tomás Yarring­
ton Ruvalcaba, Gobernador Constitucional del Es­
tado de Tamaulipas, y el 6 del mes y año citados 
los Diputados Mercedes del Carmen Guillén Vi­
cente, Blanca Guadalupe Valles Rodríguez y José 
Ortiz Rosales, Presidenta y Secretarios, respec­

tivamente, integrantes de dicha Diputación, or­
denaron la radicación y el inicio del procedimien­
to legislativo en contra del licenciado Luis Gerar­
do Higareda Adam, que concluyó con el dictamen 
que turnó, para su resolución definitiva, al Pre­
sidente de la Mesa Directiva del Periodo de Sesio­
nes Extraordinarias del propio Congreso, quien el 
13 de agosto de 1999, constituido en Pleno, resol­
vió dicho dictamen, emitiendo el Decreto 52, a 
través del cual en su artículo Primero ordenó la 
suspensión en sus funciones como Presidente Mu­
nicipal de Reynosa, Tamaulipas, al ahora quejo­
so, por considerar que incurrió en la causa pre­
vista en la fracción XI del artículo 38 del Código 
Municipal para aquel Estado y ordenó en el artícu­
lo Segundo que para los efectos de la sustitución del 
munícipe suspendido se diera cuenta al Ayunta­
miento de Reynosa, Tamaulipas, para que pro­
cediera en los términos del artículo 34 del cita­
do ordenamiento legal. 

iii) Respecto del abandono en sus funciones que 
le atribuyó el Cabildo Municipal: 

1. Ayuntamiento de Reynosa, Tamaulipas 

a) En la Décima Sexta Sesión de Cabildo de dicho 
Ayuntamiento, celebrada el 16 de julio de 1999, se 
hizo saber a sus integrantes que el licenciado Luis 
Gerardo Higareda Adam, en su carácter de Presi­
dente Municipal, presentó en esa fecha una solici­
tud de licencia por 15 días para atender asuntos 
personales, de la cual calificó de falsa la firma con­
tenida en dicho documento y por esa razón se ins­
truyó al Secretario del Ayuntamiento para que or­
denara la realización de una prueba pericial en 
grafoscopía para determinar si la firma provenía 
o no del suscriptor de dicha promoción, y con inde­
pendencia de ello, el 29 del mes y año menciona­
dos los integrantes del citado Cabildo dirigieron a 
la opinión pública un comunicado en el siguiente 
sentido: 
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A LA OPINIÓN PÚBLICA 

Ante la reiterada negativa del Lic. Luis Ge­
rardo Higareda Adam de recibir esta solici­
tud que se transcribe, hacemos uso de este 
medio para tener la certeza de que es de su 
pleno conocimiento. 

(Se publica la carta) 

ATENTAMENTE
 
H. CABILDO MUNICIPAL
 

CD. Reynosa, Tamps. A.
 
Julio 29 de 1999
 

LIC. LUIS GERARDO HIGAREDAADAM,
 
PRESIDENTE MUNICIPAL,
 
CD. REYNOSA, TAMPS.
 

Los abajo firmantes, integrantes del Ayunta­
miento de Reynosa, unidos con el solo pro­
pósito de representar dignamente a nuestros 
conciudadanos, anteponiendo el interés ge­
neral de la comunidad de ser conducida por 
gobernantes probos de tiempo completo y 
con el espíritu de que la transparencia que 
brinda la legalidad es el camino seguro para 
ejercer un buen gobierno, 

LE SOLICITAMOS 

Solicite LICENCIA a su cargo, mientras 
aclare su situación jurídica personal, que es 
simplemente eso personal y que en nada tie­
ne que ver con el CABILDO constitucional 
electo. 

En espera de que se conduzca como la ciu­
dadanía de Reynosa se merece, estaremos 
atentos a que proceda con la petición aquí 
expuesta. 

ATENTAMENTE 
LOS MIEMBROS DEL H. CABILDO 

En respuesta a dicho comunicado, el 30 de ju­
lio de 1999 el licenciado Luis Gerardo Higareda 
Adam presentó por escrito al Cabildo Municipal 
la licencia que le solicitó, por un periodo de 29 
días, fundamentando su promoción en el artícu­
lo 33 del Código Municipal, la cual en la sesión 
extraordinaria del 31 del mes y año citados se le 
concedió, pero no por el periodo solicitado, sino 
por 14 días que le concedió el Cabildo, que es­
tableció que dicho plazo sería del 2 al 16 de agos­
to de 1999 y “en forma condicionada por las razo­
nes existentes con relación a la primera licencia”, y 
por acuerdo que se tomó en dicha sesión se dio 
cuenta al Congreso del Estado para que califica­
ra la legalidad de tal determinación. 

b) El 3 de agosto de 1999, durante la celebración 
de la Décima Novena Sesión Ordinaria del Ca­
bildo, que se inició a las 20:00 horas, en la Presi­
dencia Municipal de Reynosa, Tamaulipas, se de­
terminó que la firma cuestionada en la primera 
solicitud de licencia no correspondía a la del licen­
ciado Luis Gerardo Higareda Adam, la cual con­
sideraron como falsa, sustentando su afirmación 
en “el peritaje practicado por peritos calificados en 
grafoscopía”, y en atención a ello resolvieron te­
ner por no presentada dicha solicitud de licencia 
y por actualizadas las hipótesis de los artícu­
los 33 y 38, fracción II, del Código Municipal de 
aquella Entidad Federativa, por lo que resolvie­
ron que a dicho servidor público se le tenía como 
ausente en sus funciones sin causa justificada por 
un periodo que excedió de 10 días consecutivos; 
en forma complementaria, manifestaron que por 
estar prófugo de la justicia se encontraba impo­
sibilitado de su derecho para que continuara de­
sempeñando la función para la cual fue electo y en 
atención a tales razonamientos llamaron a ocu­
par el cargo como Presidente Municipal suplente 
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al señor Serafín III Gómez Villarreal, quien en 
la misma fecha, esto es, el 3 de agosto de 1999, 
presentó su renuncia al cargo de Presidente Mu­
nicipal suplente electo, según se desprende del 
Periódico Oficial número 104, del 30 de diciem­
bre de 1998, “por así convenir a sus intereses per­
sonales, como lo son la multiplicidad de los com­
promisos que últimamente he adquirido, mismos 
que me impedirían cumplir con eficiencia en el 
desempeño de la función encomendada, así como 
otros de diversa naturaleza” a la designación con­
ferida. 

c) En tal virtud, el 3 de agosto de 1999, durante 
el desahogo de la citada sesión ordinaria, el propio 
Cabildo propuso una terna integrada por el in­
geniero Humberto Valdez Richaud, el licenciado 
Eduardo Garza González y el señor Ernesto Can-
tú Reséndiz, que en esa fecha turnó a la Comisión 
Permanente del Congreso del Estado de Tamau­
lipas, a fin de que designaran de entre los seleccio­
nados al que tendría que sustituir al licenciado Hi­
gareda Adam, y también, en esa misma fecha, el 
citado Congreso designó como Presidente Muni­
cipal sustituto al ingeniero Humberto Valdez Ri­
chaud, quien se desempeñó hasta esa fecha como 
Secretario Particular del licenciado Tomás Ya­
rrington Ruvalcaba, Gobernador Constitucional 
del Estado de Tamaulipas, y a quien de igual for­
ma, el 3 de agosto de 1999, el Cabildo le tomó la 
protesta de ley y dio por clausurada la sesión a 
las 19:00 horas de la misma fecha, suscribien­
do la actuación todos los integrantes del Cabildo, 
así como el Presidente Municipal sustituto, una 
hora antes del comienzo de dicha sesión, que se­
gún consta en el documento respectivo fue a las 
20:00 horas. 

2. Congreso del Estado de Tamaulipas 

El 3 de agosto de 1999 la Diputación Perma­
nente en funciones durante el receso del Primer 

Periodo Ordinario de Sesiones de la Quincua­
gésima Séptima Legislatura del Congreso del Es­
tado de Tamaulipas recibió el oficio que le dirigió 
el Cabildo Municipal de Reynosa, Tamaulipas, 
que contenía la propuesta de la terna antes men­
cionada, y en esa misma fecha emitió el Acuerdo 
4, mediante el cual designó al ingeniero Humber­
to Valdez Richaud como Presidente Municipal 
sustituto del Ayuntamiento de Reynosa, Tamauli­
pas, acuerdo del cual se le dio cuenta al licenciado 
Tomás Yarrington Ruvalcaba, Gobernador Cons­
titucional del Estado de Tamaulipas, como repre­
sentante del Ejecutivo estatal. 

IV. OBSERVACIONES 

Del estudio que se realizó al capítulo de hechos 
del escrito de queja, así como al análisis lógi­
co-jurídico de las constancias que se allegó este 
Organismo Nacional y que integran el expedien­
te 1999/3506, esta Comisión Nacional advierte 
violaciones a los Derechos Humanos en agravio 
del licenciado Luis Gerardo Higareda Adam, im­
putables a las autoridades que a continuación se 
mencionan: 

1) Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Tamaulipas 

Con el oficio número 6559, del 7 de octubre de 
1999, el licenciado Eduardo Garza Rivas, Procu­
rador General de Justicia del Estado de Tamauli­
pas, obsequió el informe que le solicitó este Orga­
nismo Nacional, al que anexó los diversos 0223 y 
0314, del 30 y 31 de agosto del año citado, suscri­
tos por los licenciados Héctor Fernando Vallejo 
García y Juan Luis Álvarez Cázares, auxiliares del 
Procurador, y Gabriel Ocaña Artolózaga, Coordi­
nador de Asuntos Especiales de dicha Institución, 
respectivamente, a través de los cuales sustancial-
mente se comunicó lo siguiente: 
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a) Que la intervención de esa dependencia se ge­
neró con motivo de la denuncia que presentaron el 
15 de junio de 1999 los servidores públicos Aída 
Araceli Acuña Cruz y Óscar Alexandre López, 
Contralora Gubernamental y Gerente General de 
la Comisión Municipal de Agua Potable y Alcan­
tarillado de Ciudad Reynosa, Tamaulipas, respec­
tivamente, quienes al emitir sus declaraciones mi­
nisteriales ofrecieron diversas pruebas en las que 
detectaron un detrimento patrimonial en agra­
vio de ese organismo público descentralizado, y 
por ello se iniciaron las siguientes indagatorias: 

1. La averiguación previa 08/99, en la que el 17 
de junio de 1999 el representante social resol­
vió ejercitar acción penal en contra de los seño­
res Francisco Pérez Ramos, Gustavo Miranda 
Alejandro y Okatsu Matsumoto Gómez, al con­
siderarlos presuntos responsables de los ilícitos 
de peculado y falsificación y uso de documen­
tos en general, en agravio de la Comisión Muni­
cipal de Agua Potable y Alcantarillado de Rey­
nosa, Tamaulipas, y de la sociedad, consignando 
la indagatoria al Juez Tercero de Primera Ins­
tancia del Ramo Penal en la misma Entidad Fe­
derativa, a quien solicitó librara las correspon­
dientes órdenes de aprehensión y detención en 
contra de esos indiciados. 

2. Con el desglose que se reservó de la citada 
indagatoria, el 25 de junio de 1999 se siguió la in­
vestigación con el número de averiguación previa 
09/99, dentro de la cual fue citado el licenciado 
Luis Gerardo Higareda Adam con el oficio 100/ 
99 para que acudiera ante el licenciado Héctor 
Fernando Vallejo García, agente del Ministerio 
Público auxiliar del Procurador, quien lo requi­
rió para llevar a cabo el desahogo de una dili­
gencia ministerial dentro de dicha indagatoria, 
requerimiento que dicho profesional cumplió en 
sus términos el 26 del mes y año mencionados, 
ya que compareció asistido por el licenciado Ama­

do Lince Campos, y en presencia de éste desaho­
gó su declaración testimonial. 

El 7 de julio de 1999, de nueva cuenta y aten­
diendo un segundo requerimiento ministerial, el 
licenciado Luis Gerardo Higareda Adam desaho­
gó ante el licenciado Héctor Fernando Vallejo 
García, agente del Ministerio Público auxiliar del 
Procurador, una declaración informativa estan­
do igualmente asistido por el licenciado Amado 
Lince Campos. 

El 9 de julio de 1999 el citado representante 
social resolvió en esta indagatoria ejercitar acción 
penal en contra de los señores Héctor Cepeda 
Prior, Antonio Ramírez Obando, Teodoro Ismael 
Gallardo Saldaña, Rogelio Ortega Morales y Ma­
ría Teresa Guevara Morales, al considerarlos pre­
suntos responsables de los ilícitos de peculado y 
falsificación y uso de documentos en general, en 
agravio de la Comisión Municipal de Agua Pota­
ble y Alcantarillado de Reynosa, Tamaulipas, y de 
la sociedad, consignando la averiguación previa 
al Juez Tercero de Primera Instancia del Ramo Pe­
nal en la misma Entidad Federativa, a quien solici­
tó librara las correspondientes órdenes de apre­
hensión y detención en contra de estos indiciados. 

3. De igual forma, con el desglose que se reservó 
el representante social de la consignación ante­
rior, continuó la investigación en la averiguación 
previa 11/99, en la cual, por tercera ocasión y 
con el número de oficio 0138, se le citó nuevamen­
te al licenciado Luis Gerardo Higareda Adam para 
que compareciera el 16 de julio de 1999 ante el 
licenciado Héctor Fernando Vallejo García, agen­
te del Ministerio Público auxiliar del Procurador, 
y desahogara otra diligencia ministerial, citato­
rio al cual no dio cumplimiento el requerido, y no 
obstante eso se prosiguió con la integración de la 
indagatoria, misma que se determinó el 26 del mes 
y año citados. 
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De esta manera, el licenciado Héctor Fernan­
do Vallejo García resolvió ejercitar acción pe­
nal en contra del licenciado Luis Gerardo Higa­
reda Adam y de Rubén Cavazos Cárdenas, Juan 
Carlos Romero y David Santini Rodríguez, al 
considerarlos probables responsables en la co­
misión de los delitos de peculado, uso indebido 
de atribuciones y facultades y falsificación de 
documentos, en agravio de la Comisión Muni­
cipal de Agua Potable y Alcantarillado de Rey­
nosa, Tamaulipas, y de la sociedad, consignando 
la indagatoria al Juez Tercero de Primera Ins­
tancia del Ramo Penal en la misma Entidad Fe­
derativa, a quien solicitó librara orden de apre­
hensión en su contra. 

De igual modo, amplió el ejercicio de la acción 
penal en contra de Gustavo Miranda Alejandro, 
Francisco Pérez Ramos, Okatsu Matsumoto 
Gómez, Héctor Cepeda Prior, Antonio Ramírez 
Obando, Rogelio Ortega Morales y Teodoro Is­
mael Gallardo Saldaña, a quienes consideró tam­
bién probables responsables de la comisión del 
delito de uso indebido de atribuciones y faculta­
des en agravio de la Comisión Municipal de Agua 
Potable y Alcantarillado de Reynosa, Tamauli­
pas, y de la sociedad, consignando la indagato­
ria al órgano jurisdiccional en comento, a quien 
solicitó el libramiento de las órdenes de apre­
hensión correspondientes. 

b) Del estudio y análisis que se realizó a las cita­
das indagatorias, este Organismo Nacional en­
contró que el licenciado Héctor Fernando Vallejo 
García, agente del Ministerio Público auxiliar 
del Procurador encargado de integrar las mismas, 
no observó en las actuaciones que practicó los 
principios de legalidad y de seguridad jurídica a 
que se contraen los artículos 14 y 16 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, e incluso tampoco respetó al licenciado Luis 
Gerardo Higareda Adam las garantía que le otor­

gan los artículos 20 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 20 de la Cons­
titución Política del Estado de Tamaulipas, en aten­
ción a los siguientes razonamientos: 

1. En el citatorio que le dirigió el licenciado Héc­
tor Fernando Vallejo García, agente del Minis­
terio Público auxiliar del Procurador, al ahora 
quejoso, el 25 de junio de 1999, a través del ofi­
cio 100/99, no precisó si el requerimiento que se le 
hizo para que “se llevara a cabo el desahogo de 
una diligencia de carácter ministerial, relativa a 
los hechos que dieron origen a la indagatoria 
que al epígrafe se cita”, era en su calidad de 
testigo o como probable responsable, y en los pre­
ceptos que invocó en el documento citó los inhe­
rentes a la competencia ministerial (2o. y 3o., 
fracción II), los que se invocan para acreditar la 
probable responsabilidad de un inculpado (158 
y 159), así como los que se destinan a los testigos 
(246 y 248, todos ellos del Código de Procedi­
mientos Penales para el Estado de Tamaulipas), lo 
cual se traduce en una indebida fundamentación 
y motivación legal en el llamado que se realizó 
en la persona que citó a comparecer ante su pre­
sencia, pues con ello impidió a ésta conocer la 
calidad con la cual tendría que preparar su asis­
tencia, situación similar aconteció en el oficio 
0138, del 15 de julio de 1999, mediante el cual se 
requirió la presencia del quejoso. 

2. Resulta de relevante importancia destacar que 
en las actuaciones practicadas por el licenciado 
Héctor Fernando Vallejo García, agente del Mi­
nisterio Público auxiliar del Procurador, los días 
26 de junio y 7 de julio de 1999, en la primera re­
cibió la declaración testimonial y en la segunda 
la declaración informativa del licenciado Luis 
Gerardo Higareda Adam (según se asienta así en 
ambas diligencias) omitió señalar si a éste se le 
estaba instruyendo como indiciado en las inda­
gatorias precisadas, lo que culminó con la inte­
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gración de la averiguación previa 11/99, a través 
de la cual se ejercitó acción penal en su contra, ne­
cesariamente, lejos de protestarlo para que se con­
dujera con verdad en las declaraciones que iba a 
emitir para posteriormente hacerle saber el con­
tenido del artículo 254 del Código Sustantivo Pe­
nal de aquella Entidad Federativa, que se refiere 
al delito de falsedad en declaraciones (como según 
se desprende de la indagatoria), y darle a conocer 
el contenido de los artículos 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 20 de la 
Constitución Política del Estado de Tamaulipas y 
110 del Código Adjetivo Penal de la misma Enti­
dad Federativa, no se le notificó que la compare­
cencia sería en calidad de indiciado para que ade­
más se le señalara la imputación que existía en 
su contra; el nombre de los denunciantes y de los 
testigos que deponían en su contra; las pruebas que 
existían en su contra y principalmente el derecho 
que le asistía a declarar o no, según fuera su deseo, 
y se le facilitaran todos los datos que pudiere ha­
ber solicitado a fin de poder preparar su defensa. 

Contrario a lo anterior, en las actuaciones se 
observó que además de no haber sido protes­
tado como ya se precisó, los interrogatorios que 
se formularon por la representación social no 
estaban encaminados a desahogar una testimo­
nial en términos de lo previsto en el capítulo VI 
de la segunda parte del título tercero del Código 
Adjetivo Penal para el Estado de Tamaulipas, 
sino que los mismos estaban destinados a obtener 
una declaración de un probable responsable, de 
donde se advierte que la actuación del licencia­
do Héctor Fernando Vallejo García, agente del 
Ministerio Público auxiliar del Procurador, no 
observó los lineamientos que le impone la ley, 
con lo que se violaron las garantías de legalidad 
y de seguridad jurídica del inculpado. 

Independientemente de lo anterior, la conducta 
observada por el licenciado Héctor Fernando 

Vallejo García, agente del Ministerio Público au­
xiliar del Procurador, no cumplió con la misión 
que en el ejercicio de su cargo le delegó el artículo 
21 de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, lo cual se traduce además en una 
responsabilidad administrativa, en términos del 
precepto 149 de la Constitución Política del Es­
tado de Tamaulipas, así como de los diversos 
2o. y 47, párrafo inicial y fracción I, de la Ley 
de Responsabilidades de los Servidores Públi­
cos de la misma Entidad Federativa. 

En complemento a lo anterior, el licenciado 
Héctor Fernando Vallejo García, agente del Mi­
nisterio Público auxiliar del Procurador, al ejer­
citar la acción penal en contra del licenciado Luis 
Gerardo Higareda Adam no se ajustó a los ex­
tremos contenidos en el artículo 16, párrafo pri­
mero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que por lo que respecta a 
dicho indiciado, de haber sido el caso, debió reser­
var su consignación hasta que quedaran satisfe­
chos los requisitos establecidos en dicho precep­
to constitucional y en el artículo 168 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado de Ta­
maulipas. 

c) Cabe precisar que en el informe que rindió el 
licenciado Gabriel Ocaña Artolózaga, Coordi­
nador de Asuntos Especiales de la citada Procu­
raduría, negó los hechos que le atribuyó el que­
joso, señor Luis Gerardo Higareda Adam, en el 
sentido de que “lo haya amenazado, agredido e 
intimidado”, afirmando que su actuación con­
sistió en fiscalizar las actividades y tareas de quie­
nes a su cargo tuvieron la integración del expe­
diente que contiene la averiguación previa antes 
precisada. 

De lo anterior resulta también que el licencia­
do Gabriel Ocaña Artolózaga, Coordinador de 
Asuntos Especiales de la Procuraduría General 
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de Justicia de esa Entidad Federativa, en su carác­
ter del superior jerárquico del licenciado Héctor 
Fernando Vallejo García, agente del Ministerio 
Público auxiliar del Procurador, incurrió en la 
misma responsabilidad de dicho representante 
social, y en atención a ello este Organismo Na­
cional considera que el Ejecutivo Local debe gi­
rar sus instrucciones al C. Procurador General de 
Justicia del propio Estado, a fin de que solicite 
al Juez Tercero de Primera Instancia del Ramo 
Penal con residencia en Ciudad Reynosa, Tamau­
lipas, resuelva en la averiguación previa y en la 
causa penal que se sigue al licenciado Luis Ge­
rardo Higareda Adam lo que en derecho proceda, 
respetando las garantías de legalidad y seguridad 
jurídica, sin que ello signifique que esta Comisión 
Nacional se pronuncie sobre el sentido en que deba 
emitirse dicha determinación, ni mucho menos 
pretenda influir en el fondo del asunto. 

2) Juzgado Tercero de Primera Instancia de lo Pe­
nal del Sexto Distrito Judicial en Reynosa, Ta­
maulipas 

a) De las constancias que obsequió el licenciado 
Mario Rafael Lozano Molina, actual Juez Ter­
cero de Primera Instancia de lo Penal en Rey­
nosa, Tamaulipas, se observó que la actuación 
del licenciado José Ricardo Silva Salinas, en­
tonces titular de ese Juzgado, al adminicular las 
evidencias contenidas en la averiguación previa 
que le consignó la Procuraduría General de Jus­
ticia de la misma Entidad, no se percató que al 
licenciado Luis Gerardo Higareda Adam no 
le resulta totalmente imputable el detrimento 
patrimonial causado a la Comisión Municipal de 
Agua Potable y Alcantarillado, ya que si el 
periodo de la gestión de dicho ex servidor públi­
co fue del 4 de diciembre de 1995 al 10 de julio 
de 1998, y que a partir de esta última fecha le su­
cedió en el cargo el contador público Gustavo 
Miranda Alejandro (también indiciado) y que 

durante la gestión de este último (según se des­
prende de las mismas constancias de la audito­
ría) se expidieron el mayor número de cheques 
con los que se acreditó dicho detrimento, luego 
entonces quedó establecido que el licenciado 
José Ricardo Silva Salinas, en su carácter de Juez 
Tercero de Primera Instancia de lo Penal en Rey­
nosa, Tamaulipas, no consideró lo establecido 
en los artículos 288 y 302 del Código de Proce­
dimientos Penales para aquella Entidad Fede­
rativa. 

b) En el mismo sentido, se apreció que en el 
acuerdo que emitió el 28 de julio de 1999, a tra­
vés del cual ordenó la aprehensión del licencia­
do Luis Gerardo Higareda Adam, no precisó en 
el segundo punto resolutivo si ésta se le giró 
como probable responsable de los ilícitos que ahí 
mencionó, considerando este Organismo Nacio­
nal que por ser una resolución necesariamente 
tuvo que estar debidamente fundada y motivada 
conforme a lo establecido por el artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que con esta inobservancia no sólo 
se incurrió en una posible omisión de carácter 
administrativo, sino que también se incumplió 
con la garantía de legalidad que establece el pre­
cepto antes invocado, ya que está ordenando con 
incertidumbre la restricción de la libertad de una 
persona. 

c) Resulta evidente además y se hace especial 
énfasis en este apartados que el licenciado José 
Ricardo Silva Salinas, entonces titular de ese 
Juzgado Tercero de Primera Instancia de lo Pe­
nal en Reynosa, Tamaulipas, omitió observar las 
deficiencias técnicas que contiene la averigua­
ción previa 11/99, que le consignó la Procuradu­
ría General de Justicia de aquel Estado, a través 
de la cual ejercitó acción penal en contra del li­
cenciado Luis Gerardo Higareda Adam, al no te­
ner cuidado de analizar las declaraciones que emi­
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tió el quejoso ante la representación social del 
conocimiento el 26 de junio y 7 de julio de 1999 
para darse cuenta que fue declarado y protestado 
como un testigo y no como probable responsable 
e, incluso, al inicio de tales actuaciones, el agente 
del Ministerio Público ante quien compareció, en 
el caso de haberle recibido su manifestación como 
indiciado, tuvo que haberle dado a conocer el con­
tenido de los artículos 20 de la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, 20 de la 
Constitución Política del Estado de Tamaulipas y 
110 del Código de Procedimientos Penales para 
la misma Entidad Federativa, de lo que se des­
prende que al indiciado no se le proporcionaron 
los medios necesarios para que preparara su de­
fensa ni se le dio a conocer el derecho que tenía a 
declarar o no; la imputación que existía en su con­
tra, y el nombre de los denunciantes y el de los tes­
tigos que deponían en su contra, de donde resulta 
una flagrante violación a las garantías constitu­
cionales de legalidad y seguridad jurídica en per­
juicio del indiciado. 

d) Independientemente de lo anterior, de la con­
ducta que observó el licenciado José Ricardo 
Silva Salinas, entonces titular del Juzgado Ter­
cero de Primera Instancia de lo Penal en Rey­
nosa, Tamaulipas, se desprende una responsa­
bilidad no sólo de naturaleza penal, sino también 
administrativa, en términos del precepto 149 
de la Constitución Política del Estado de Tamau­
lipas, así como 2o. y 47, párrafo inicial y frac­
ción I, de la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos de la misma Entidad Fede­
rativa. 

e) Finalmente, cabe precisar que las licenciadas 
Griselda Guzmán Barbosa y Lucía Hernández 
Moreno, Secretarias de Acuerdos del Juzgado 
Tercero de Primera Instancia de lo Penal del Sexto 
Distrito Judicial en Reynosa, Tamaulipas, quie­
nes actuaron y dieron fe del auto del 28 de julio 

de 1999, a través del cual se ordenó la aprehen­
sión del licenciado Luis Gerardo Higareda Adam 
y del auto del 3 de agosto del año citado, respecti­
vamente, también incurrieron en responsabilidad 
administrativa al dar fe del desahogo de actua­
ciones carentes de legalidad y de sustento jurí­
dico, actualizando sus omisiones en los artícu­
los 149 de la Constitución Política del Estado de 
Tamaulipas, así como 2o. y 47, párrafo inicial y 
fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos de la misma Entidad Fede­
rativa. 

3) Ayuntamiento de Ciudad Reynosa, Tamaulipas 

a) El licenciado Alfonso Salinas Flores, Secre­
tario del Ayuntamiento de Ciudad Reynosa, Ta­
maulipas, mediante el oficio sin número, del 15 
de septiembre de 1999, manifestó a este Orga­
nismo Nacional que el 16 de julio de 1999 en la 
Décima Sexta Sesión de Cabildo se hizo saber a 
sus miembros que el licenciado Luis Gerardo 
Higareda Adam, en ese entonces Presidente Mu­
nicipal, presentó una solicitud de licencia por 15 
días para atender asuntos personales, y los miem­
bros del Cabildo cuestionaron la autenticidad de 
la firma contenida en ese documento y por ello 
instruyeron al Secretario del Ayuntamiento de 
aquella ‚poca para que llevara a cabo una prue­
ba pericial en grafoscopía para determinar si la 
firma provenía o no de su puño y letra. 

b) De igual forma, se refirió que el 31 de julio de 
1999 se llevó a cabo una sesión extraordinaria 
de Cabildo, en la que se expuso que el citado mu­
nícipe presentó una segunda solicitud de licen­
cia, misma que se le concedió de manera condicio­
nada hasta en tanto no se resolviera la pericial 
en grafoscopía practicada en la primera solici­
tud de licencia en virtud del cuestionamiento so­
bre la autenticidad de la firma estampada en ese 
escrito. 
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c) Igualmente, se informó que en la Décima No­
vena Sesión Ordinaria de Cabildo, celebrada el 
3 de agosto de 1999, se determinó que con base 
en el dictamen emitido por los peritos en grafos­
copía que analizaron el documento cuestionado 
(sin que se acreditara en forma alguna esta circuns­
tancia), se llegó a la conclusión de que la firma 
de su suscriptor no correspondía a la del licen­
ciado Luis Gerardo Higareda Adam, y por ello 
se determinó que dicha petición se tenía por no 
presentada, ya que se encontraba viciada y en 
consecuencia consideraron que se actualizaron 
las hipótesis contenidas en los artículos 33 y 38, 
fracción II, del Código Municipal en el Estado, y 
ante esa circunstancia se consideró acreditado el 
abandono de funciones por un periodo que ex­
cedió de 10 días consecutivos, sin causa justifi­
cada; además de que se invocó también su cali­
dad de prófugo de la justicia en virtud de la orden 
de aprehensión que giró en contra de dicho servi­
dor público el Juez Tercero de Primera Instan­
cia de lo Penal de esa ciudad (sin que se precise 
cómo se conoció de tal resolución), situación que 
llevó al Cabildo a determinar su suplencia y ante 
esa circunstancia se procedió conforme a lo dis­
puesto en el numeral 34 del Código Municipal an­
tes invocado, llamando al señor Serafín III Gómez 
Villarreal como Presidente Municipal suplente, 
quien el 3 de agosto de 1999 presentó su renuncia 
a dicho cargo, motivo por el cual en esa misma fe­
cha el Cabildo Municipal, dentro de su Décimo 
Novena Sesión Ordinaria, integró una terna con 
los posibles candidatos a ocupar la Presidencia 
Municipal, misma que turnó también el 3 de agos­
to de 1999 al Congreso Local, que a través de la 
Comisión Permanente, en igual fecha, designó 
al ingeniero Humberto Valdez Richaud como 
Presidente Municipal sustituto. 

d) Finalmente, el Ayuntamiento consideró que 
al ausentarse el licenciado Luis Gerardo Higa­
reda Adam de sus funciones sin cumplir con la 

normativa establecida al efecto en el Código Mu­
nicipal, se actualizaron los supuestos legales que 
se describen en dicho ordenamiento legal para 
proceder a la suplencia legal del Presidente y a 
la sustitución del mismo, en la forma antes pre­
cisada, sin que exista en la ley municipal meca­
nismo legal alguno que ordene un procedimien­
to de audiencia para el funcionario que se ausente 
ilegalmente de su cargo, para que evite la suplen­
cia o sustitución, como es el caso. 

Del análisis y valorización que se realizó a las 
constancias que integran el expediente que nos 
ocupa, se llegó a la conclusión de que se acredita 
la violación a los Derechos Humanos del que­
joso, licenciado Luis Gerardo Higareda Adam, 
ya que en forma unilateral el Cabildo Municipal 
no consideró las disposiciones contempladas en 
los artículos 14, 16 y 115, fracción I, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, y 132 de la Constitución Política del Esta­
do de Tamaulipas, aplicando indebidamente los 
artículos 33, 34, 35 y 38, fracción II, del Código 
Municipal vigente en la Entidad Federativa men­
cionada en la fecha en que sucedieron los he­
chos, sin respetar las garantías de audiencia y de 
legalidad previstas en dichos numerales, pues si 
bien la legislatura local podría suspender el man­
dato de algún miembro del Ayuntamiento por 
alguna de las causas graves que la ley local pre­
venga, ello es dable siempre y cuando la persona 
que se le atribuya la responsabilidad respectiva 
tenga oportunidad suficiente para rendir las prue­
bas y hacer los alegatos que a su juicio y Derecho 
convenga. 

Lo anterior se desprende de que si bien es cierto 
fue cuestionada la autenticidad de la firma que 
apareció en el escrito que éste les presentó el 16 
de julio de 1999, lo cual fue motivo de una pericial 
grafoscópica en la que se concluyó que dicha fir­
ma no correspondía a la de su suscriptor, cierto 
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es también que antes de tomar alguna determi­
nación respecto de la designación del Presidente 
Municipal que lo supliría en sus funciones, el 
Cabildo contó con el tiempo suficiente para 
notificar al licenciado Luis Gerardo Higareda 
Adam dicha situación, para que éste procediera 
a desvirtuar los alcances del dictamen pericial en 
cuestión, e incluso el propio Cabildo también 
pasó por alto que mediante la nota periodística 
emitida a la opinión pública el 29 de julio de 1999 
le requirió al licenciado Luis Gerardo Higareda 
Adam la presentación de su solicitud de licencia 
a su cargo, mientras aclarara su situación jurídi­
ca personal, lo cual según consta en el acta de se­
sión extraordinaria de Cabildo del 31 de julio de 
1999 aconteció el 30 del mes y año mencionados, 
sin que se haya valorado tal solicitud en forma al­
guna en su determinación del 3 de agosto de 1999, 
lo que acredita la violación que se hace valer a los 
preceptos constitucionales y legales mencionados. 

Lo anterior es así porque al momento de lla­
mar al suplente para asumir el cargo de Presi­
dente Municipal no acordó en las sesiones que 
celebró, previas a dicho llamado, que hasta el 3 
de agosto del año mencionado el quejoso aún se 
encontraba gozando de la licencia y no obstante 
esa situación, sin fundar ni motivar debidamen­
te sus determinaciones, llamó en la misma fecha 
al Presidente Municipal suplente, sin notifica­
ción previa al afectado, para que éste pudiera 
formular su defensa, en términos de los precep­
tos constitucionales invocados. 

4) Congreso del Estado de Tamaulipas 

El Congreso Local, conforme al orden cronoló­
gico que se ha venido enunciando, el 3 de agos­
to de 1999 tuvo una doble actividad que a consi­
deración de este Organismo Nacional resulta 
contradictoria y carente de legalidad, misma que 
se genera con la recepción de la terna que le en­

vió el Cabildo Municipal para designar al Presi­
dente Municipal que sustituiría al licenciado 
Luis Gerardo Higareda Adam, así como con la 
recepción de la iniciativa del decreto que le tur­
nó el Ejecutivo de aquel Estado, con fundamen­
to, entre otros, en lo dispuesto por el artículo 38, 
fracción V, con relación al diverso 35, ambos de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como 38, fracción XI, del Códi­
go Municipal de dicha Entidad Federativa, a tra­
vés del cual se le suspendía del cargo a la persona 
mencionada, y por ello se procede a analizar cada 
una de sus intervenciones, para sustentar las pre­
sentes observaciones: 

a) Con motivo de la terna que le dirigió el 3 de 
agosto de 1999 el licenciado José Luis Gutiérrez 
Ramírez, Secretario del Ayuntamiento de Rey­
nosa, Tamaulipas, a la Diputación Permanente 
en funciones durante el Receso del Primer Pe­
riodo Ordinario de sesiones correspondiente al 
primer año de ejercicio legal de la Quincuagé­
sima Séptima Legislatura del Congreso Consti­
tucional del Estado de Tamaulipas, con funda­
mento en los artículos 115, fracción I, último 
párrafo, de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos; 62, fracciones I y XIII, y 
132, fracción XI, de la Constitución Política Lo­
cal, y 34 del Código Municipal para aquel Estado, 
en esa misma fecha (3 de agosto de 1999), emitió 
el Acuerdo Número 4, a través del cual designó 
al ingeniero Humberto Valdez Richaud como Pre­
sidente Municipal sustituto del Ayuntamiento de 
referencia; designación que se le notificó al li­
cenciado Tomás Yarrington Ruvalcaba, Gober­
nador Constitucional del Estado de Tamaulipas, pa­
ra que diera cumplimiento a lo establecido por 
la fracción V del artículo 91 de la Constitución 
Política Local. 

b) No obstante, el mismo 3 de agosto de 1999 el 
licenciado Tomás Yarrington Ruvalcaba, Gober­
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nador Constitucional del Estado de Tamaulipas, 
ingresó por la Oficialía Mayor del Congreso del 
Estado de Tamaulipas un oficio al que anexó di­
versas documentales, entre ellas la orden de apre­
hensión del 28 de julio de 1999, girada en la causa 
penal 202/99 por el Juez Tercero de Primera Ins­
tancia del Ramo Penal del Sexto Distrito Judicial 
de Reynosa, Tamaulipas, emitida en contra del 
licenciado Luis Gerardo Higareda Adam, a tra­
vés del cual presentó para su aprobación la ini­
ciativa de decreto por el que se suspende en el 
ejercicio de su cargo como Presidente Municipal 
de Reynosa, Tamaulipas, a la persona mencio­
nada, haciéndose notar que del análisis realiza­
do al oficio precisado no se desprende en forma 
alguna cómo se hizo del conocimiento dicha or­
den de aprehensión al Ejecutivo Local. 

c) En sesión extraordinaria del Pleno Legislati­
vo, celebrada el 6 de agosto de 1999, el oficio y 
la documentación de referencia fue turnada por 
el Presidente de la Mesa Directiva a la Diputa­
ción Permanente de la Quincuagésima Séptima 
Legislatura, el cual se radicó para los efectos de 
que se le iniciara a dicho munícipe el procedi­
miento legislativo en términos de lo dispuesto 
por los artículos 35, 38 y 39 del Código Munici­
pal para aquella Entidad Federativa, procedi­
miento en el cual se le concedió la garantía de 
audiencia a dicha persona, la cual hizo valer por 
conducto de sus representantes legales, licencia­
dos Enrique Ocañas Méndez, Rafael Luengas 
Ramírez, Carlos Pérez Jacobo y César Garza Ra­
mírez, quienes el 12 de agosto de 1999 compa­
recieron en el salón de comisiones del Palacio 
Legislativo de la propia Entidad, a fin de desaho­
gar la audiencia única y privada que se fijó para 
esa fecha, en la que aportaron las pruebas corres­
pondientes y alegaron lo que en Derecho les co­
rrespondía; diligencia en la cual se dio cuenta al 
Diputado Secretario de la Diputación Perma­
nente con dos escritos que se presentaron en la 

Oficialía Mayor el 11 y 12 de agosto del  año ci­
tado, por el licenciado Luis Gerardo Higareda 
Adam y sus representantes legales, respectiva­
mente. 

d) Una vez sustanciado el procedimiento, el 12 
de agosto de 1999 la Diputación Permanente, 
integrada por los licenciados Salvador Sergio 
Arredondo Arredondo, Blanca Guadalupe Va­
lles Rodríguez y José Ortiz Rosales, Presidente 
y Secretarios, respectivamente, después de ana­
lizar y valorar cada una de las actuaciones y prue­
bas contenidas en el expediente, emitieron el dic­
tamen correspondiente que en esa misma fecha 
turnaron al Presidente de la Mesa Directiva del 
Periodo de Sesiones Extraordinarias del Congre­
so Local para su resolución definitiva, quien el 
13 del mes y año mencionados emitió el Decreto 
Número 52 en los siguientes términos: 

Artículo primero. Se suspende en sus funcio­
nes de Presidente Municipal de Reynosa, 
Tamaulipas, al licenciado Luis Gerardo Hi­
gareda Adam, en virtud de haber incurrido en 
la causal prevista en la fracción XI del artículo 
38 del Código Municipal para el Estado de 
Tamaulipas. 

Artículo segundo. Para los efectos de la sus­
titución del munícipe suspendido, dése cuenta 
al Ayuntamiento de Reynosa, Tamaulipas, 
a efecto de que proceda en los términos del 
artículo 34 del Código Municipal referido. 

e) De todo lo anterior resulta evidente que el Con­
greso Local emitió una doble resolución que afec­
tó los derechos fundamentales del licenciado Luis 
Gerardo Higareda Adam, contenidos en los ar­
tículos 14, 16 y 115, fracción I, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
132, fracción XI, de la Constitución Política del 
Estado de Tamaulipas, y 35 del Código Munici­
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pal, ya que, según se advirtió, la Diputación Per­
manente, al estar integrada por los licenciados 
Mercedes del Carmen Guillén Vicente, quien se 
desempeñó como Diputada Presidenta, así como 
Blanca Guadalupe Valles Rodríguez y José Or­
tiz Rosales, que fungieron como Diputados Se­
cretarios, recibieron el 3 de agosto de 1999 la 
propuesta de terna que contenía los nombres de 
los candidatos a ocupar la Presidencia Municipal 
de Reynosa, Tamaulipas, que les envió el Cabildo 
Municipal, y en esa misma fecha, sin dar oportu­
nidad de ser oído y aportar medios de prueba para 
su defensa al señor Luis Gerardo Higareda Adam, 
como lo establecen los preceptos constituciona­
les invocados, emitieron el Acuerdo Número 4, 
mediante el cual designaron al ingeniero Hum­
berto Valdez Richaud como sustituto del ahora 
quejoso. 

f) El 3 de agosto de 1999 los mismos integrantes 
de la Diputación Permanente recibieron la ini­
ciativa de decreto que el licenciado Tomás Ya­
rrington Ruvalcaba, Gobernador Constitucio­
nal del Estado de Tamaulipas, les hizo llegar, lo 
que dio origen a la instauración del procedimien­
to legislativo que se inició con fundamento en 
los artículos 115, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 132, 
fracción XI, de la Constitución Política Local, y 
35, 38 y 39 del Código Municipal del Estado de 
Tamaulipas, en contra del licenciado Luis Gerar­
do Higareda Adam, que concluyó el 12 de agos­
to de 1999 con el dictamen que suscribieron el 
licenciado Salvador Sergio Arredondo Arredon­
do, Diputado Presidente, y los mismos Secreta­
rios señalados en el punto que antecede, quienes 
sin tomar en consideración que el quejoso había 
sido sustituido con fundamento, entre otros, en 
el artículo 34 del Código Municipal, mediante 
su Acuerdo Número 4 del 3 de agosto de 1999, 
decretaron de nueva cuenta y de manera por de­
más oficiosa la suspensión del quejoso en sus 

funciones de Presidente Municipal de Reynosa, 
Tamaulipas, cuando ya se encontraba en fun­
ciones el nuevo representante del Municipio, 
ingeniero Humberto Valdez Richaud. 

De igual forma, dieron cuenta al Cabildo de 
esa sesión para que procediera en los términos 
del artículo 34 del Código Municipal referido y 
requiriera al suplente respectivo y, si éste falta­
re, enviara la terna al Congreso por conducto del 
Ejecutivo para que designara al Presidente Mu­
nicipal sustituto, con lo que se deja en claro que 
la actitud que asumió el Congreso Estatal al au­
torizar el Decreto Número 52 en el mismo sen­
tido del Acuerdo Número 4, respecto de la sus­
pensión del licenciado Higareda Adam, violentó 
el más elemental derecho humano del quejoso, al 
no observar en la mecánica de sus procedimien­
tos los principios de legalidad y de seguridad ju­
rídica contenidos en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos. 

Lo anterior permite concluir que con el do­
ble pronunciamiento que emitieron en el mismo 
sentido, tanto la Diputación Permanente el 3 de 
agosto de 1999, así como el Congreso Local, a tra­
vés del Presidente de la Mesa Directiva del Pe­
riodo de Sesiones Extraordinarias el 13 del mes y 
año citados, en el Acuerdo Número 4 y el Decre­
to Número 52, respectivamente, por los cuales 
se suspendió y se sustituyó en sus funciones al 
licenciado Luis Gerardo Higareda Adam con­
forme a los motivos y fundamentos antes enun­
ciados, quedó de manifiesto la notoria parcialidad 
con que se condujeron al no valorar las pruebas 
y los antecedentes que les fueron aportadas, sin 
allegarse de aquellas que le permitieran emitir 
una resolución apegada a Derecho en ambos pro­
cedimientos, incumpliendo con el deber de obser­
var el estricto cumplimiento de los lineamientos 
establecidos en los artículos 14, 16 y 115, fracción 
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I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 132, fracción XI, de la Constitución 
Política del Estado de Tamaulipas, y 35, 38 y 39 
del Código Municipal, que, entre otras, señalan 
las normas que sirven de base para que a ningún 
habitante permanente o transitorio de la Repúbli­
ca Mexicana se le prive de la vida, de la libertad, 
de la propiedad o posesiones y, en fin, de todos y 
cada uno de sus derechos, tanto los establecidos 
por la Ley Suprema como los otorgados en las 
demás leyes, decretos y reglamentos; en parti­
cular, el procedimiento para la sustitución del 
Presidente Municipal, sin que se cumplieran 
las siguientes condiciones: 

a) Que haya juicio, o sea, una controversia so­
metida a la consideración de un órgano impar­
cial del Estado, unitario o colegiado, que la re­
suelve mediante la explicación del derecho al 
dictar la sentencia o resolución definitiva, que 
puede llegar a imponerse a los contendientes aún 
en contra de su voluntad. 

b) Que el juicio se siga ante un Tribunal ya exis­
tente, esto es, ante el órgano del Estado previa­
mente establecido que esté facultado para de­
clarar lo que estrictamente la ley señala en el 
caso de que se trate. 

c) Que se cumpla estrictamente con el procedi­
miento, es decir, con las formalidades y trámi­
tes legislativos o judiciales, según sea el caso. 

d) Que todo lo anterior se encuentre previsto en 
las leyes vigentes. 

Dichas normas someten a la autoridad (poder 
público) para que sólo pueda hacer lo que la ley 
le autorice y ante ese razonamiento se puede 
considerar que los servidores públicos de refe­
rencia actualizaron con su inobservancia lo pre­
visto en el artículo 47, párrafo inicial y fracción 

I, de la Ley de Responsabilidades de los Servi­
dores Públicos del Estado de Tamaulipas, de tal 
suerte que sus determinaciones contenidas en el 
Acuerdo Número 4 y en el Decreto Número 52 
antes mencionados, a consideración de este Orga­
nismo Nacional, deben ser sometidas a un minu­
cioso análisis por el propio Congreso Legislativo, 
a fin de que en su momento se pueda pronunciar 
sobre alguna de las hipótesis contenidas en la 
parte final del artículo 129 del Reglamento para 
el Gobierno Interior del Congreso del Estado. 

Lo anterior se corrobora con el hecho de que 
en el artículo 38 del Código Municipal del Esta­
do, vigente en el momento en que sucedieron 
los hechos, no se encuentra prevista como causa 
grave para la suspensión del cargo de un miem­
bro del Ayuntamiento que exista una orden de 
aprehensión, sino que resulta necesario ante la 
presencia de que en la causa penal se haya dic­
tado un auto de formal prisión o haber sido con­
denado a una sanción privativa de la libertad 
por delito intencional, mediante sentencia que 
haya causado ejecutoria, hipótesis que no acon­
teció en la especie y que por esta circunstancia 
no permite se actualice la causal prevista en la 
fracción XI, un impedimento de hecho o de De­
recho que lo imposibilite para cumplir con su 
función, como lo resolvió el Decreto 52 del Con­
greso del Estado, por lo que se reitera que dicha 
determinación no se encuentra debidamente fun­
dada y motivada, por los razonamientos lógicos 
y jurídicos que se han plasmado y, asimismo, por­
que se aplicó indebidamente el numeral mencio­
nado, así como el diverso 35 del propio Código 
Municipal. 

Asimismo, resulta inconcuso que el sentido del 
artículo 38 del Código Municipal del Estado, en 
sus múltiples fracciones, no contempla el libra­
miento de una orden de aprehensión como una 
causa que pueda dar lugar a la suspensión o revo­
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cación del cargo de Presidente Municipal, porque 
para ese caso en particular se encuentra prevista 
la condicionante del auto de formal prisión o la sen­
tencia condenatoria, como ha quedado señalado. 

Dentro de los argumentos que esgrime el que­
joso a efecto de corroborar las violaciones a sus 
Derechos Humanos se encuentra también la irre­
gularidad en la que se incurrió en la emisión del 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Ta­
maulipas del 4 de agosto de 1999, en el que efec­
tivamente aparece publicado el acuerdo del 5 
de agosto de 1999, por el que se convoca a los 
integrantes de la Quincuagésima Séptima Legis­
latura en Pleno a un periodo de sesiones extraor­
dinarias que tendría verificativo el 6 del mes y 
año mencionados, a efecto, entre otras cosas, de 
que se conociera y resolviera la iniciativa de de­
creto presentado por el licenciado Tomás Ya­
rrington Ruvalcaba, Gobernador Constitucional 
del Estado de Tamaulipas, por la que se suspendió 
en el ejercicio de su cargo al Presidente Municipal 
de Reynosa, Tamaulipas, licenciado Luis Gerardo 
Higareda Adam, lo cual, a juicio de esta Orga­
nismo Nacional, sí resulta ser incongruente. 

En efecto, previa solicitud de información que 
se formuló al licenciado Marco Antonio Man­
sura Maya, Director General de Asuntos Jurídi­
cos del Gobierno del Estado de Tamaulipas, el 29 
de marzo del año en curso, remitió a este Orga­
nismo Nacional el oficio 0916, del 21 de febrero 
del 2000, suscrito por la licenciada Luz Eréndi­
ra Hernández Martínez, mediante el cual se in­
forma que de conformidad con la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de Ta­
maulipas, le compete a la Secretaría General de 
Gobierno enviar al Periódico Oficial del Estado 
para su publicación todos los acuerdos y decre­
tos que expida el titular del Ejecutivo, por lo 
que al recibirse el acuerdo del 5 de agosto de 
1999, mediante el cual se convocaba a sesión ex­

traordinaria a la Quincuagésima Séptima Legis­
latura, el mismo fue enviado a la Imprenta Oficial 
de Gobierno para su respectiva publicación, lo 
cual no desvirtúa la imputación que se hace valer. 

En consecuencia, este Organismo Nacional se 
permite formular a ustedes, respetuosamente, las 
siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted, Gobernador Constitucional del Estado de 
Tamaulipas: 

PRIMERA. Gire sus instrucciones al Procurador 
General de Justicia de aquella Entidad Federati­
va para que instruya al agente del Ministerio 
Público que corresponda analice la indagatoria 
materia del ejercicio de la acción penal en contra 
del licenciado Luis Gerardo Higareda Adam, a fin 
de que ésta sea perfeccionada y se cumplan con 
las formalidades esenciales del procedimiento, 
para que en su oportunidad resuelva lo que en 
Derecho proceda. 

SEGUNDA. De igual forma, gire sus instrucciones 
al Procurador General de Justicia en comento, a fin 
de que d‚ vista al órgano de control competente 
para que inicie el procedimiento administrativo 
de investigación previsto en la Ley de Responsabi­
lidades de Servidores Públicos de aquella Entidad 
Federativa, a efecto de determinar las responsabi­
lidades y sanciones administrativas en que incu­
rrieron los servidores públicos precisados en el 
capítulo de observaciones que participaron en la 
integración y supervisión de las averiguaciones 
previas 08/99, 09/99 y 11/ 99, y en su momento 
emita la resolución que en Derecho corresponda. 

TERCERA. En ejercicio de las facultades que le 
confieren la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos, la Constitución Política del 
Estado de Tamaulipas y el artículo 9o. del Código 
Municipal para el Estado de Tamaulipas, dé cuen­
ta al Congreso del Estado respecto del Acuerdo 
4, del 3 de agosto de 1999, y el Decreto 52, del 12 
del mes y año citados, que a consideración de este 
Organismo Nacional resultan violatorios de los 
Derechos Humanos del señor Luis Gerardo Higa­
reda Adam, en los términos de las observaciones 
vertidas en el presente documento, a efecto de que 
se resuelva lo que en Derecho corresponda. 

A usted, Presidenta del H. Congreso del Estado 
de Tamaulipas: 

ÚNICA. Dar vista al órgano de control competen­
te para que inicie el procedimiento administrati­
vo de investigación previsto en la Ley de Res­
ponsabilidades de Servidores Públicos de aquella 
Entidad Federativa, a efecto de determinar las res­
ponsabilidades y sanciones administrativas en 
que incurrieron los servidores públicos del Con­
greso del Estado de Tamaulipas que intervinie­
ron en los procedimientos de suspensión y sus­
titución del licenciado Luis Gerardo Higareda 
Adam, de su cargo como Presidente Municipal de 
Reynosa, Tamaulipas, en atención a los razona­
mientos vertidos en el capítulo de observaciones. 

A usted, Presidente Municipal de Reynosa, Ta­
maulipas: 

ÚNICA. Dar vista al órgano de control competen­
te para que inicie el procedimiento administrativo 
de investigación previsto en la Ley de Respon­
sabilidades de Servidores Públicos de aquella En­
tidad Federativa, a efecto de determinar las respon­
sabilidades y sanciones administrativas en que 
incurrieron los servidores públicos del Cabildo 
Municipal que intervinieron en los procedimien­
tos de suspensión y sustitución del licenciado Luis 
Gerardo Higareda Adam, de su cargo como Pre­

sidente Municipal de Reynosa, Tamaulipas, en 
atención a los razonamientos vertidos en el ca­
pítulo de observaciones. 

La presente Recomendación, de conformi­
dad con lo dispuesto por el artículo 102, aparta­
do B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública 
y se emite con el propósito fundamental tanto 
de hacer una declaración respecto de una con­
ducta irregular por parte de servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente 
les confiere la ley como de obtener la investiga­
ción que proceda por parte de las dependencias 
administrativas o cualesquiera otras autoridades 
competentes para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane 
la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo 
segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, solicito a ustedes que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomendación, 
en su caso, nos sea informada dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 
Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, 
solicito a usted que, en su caso, las pruebas corres­
pondientes al cumplimiento de la Recomenda­
ción se envíen a esta Comisión Nacional dentro de 
un término de 15 días hábiles siguientes a la fecha 
en que haya concluido el plazo para informar so­
bre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la Recomendación no 
fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de ha­
cer pública, precisamente, esta circunstancia. 

Atentamente, 
El Presidente de la Comisión Nacional 

Rúbrica 
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